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Resumen 
 
El proyecto de decreto que acompaña este documento técnico establece las normas 
de autorización, administración, supervisión y gobierno corporativo para las 
Administradoras del Componente Complementario de Ahorro Individual (ACCAI) del 
Pilar Contributivo del Sistema de Protección Social Integral para la vejez, invalidez 
y muerte de origen común, creado por la Ley 2381 de 2024. 
 
Este proyecto de decreto propone adicionar el Libro 43 a la Parte 2 del Decreto 2555 
de 2010, que se denominará “Normas aplicables a las Administradoras del 
Componente Complementario de Ahorro Individual del Sistema de Protección Social 
Integral para la Vejez, Invalidez y Muerte de Origen Común”. Este nuevo libro 
contará inicialmente con dos títulos: i) normas sobre capital mínimo y patrimonio 
adecuado; y ii) normas sobre gobierno corporativo. 
 
Además, el proyecto de decreto forma parte de otras iniciativas que reglamentan la 
Ley 2381 de 2024, las cuales se desarrollan junto con otras entidades para diseñar 
marcos regulatorios relacionados con los mecanismos de aseguramiento de los 
riesgos de invalidez y sobrevivencia, la etapa de desacumulación, y el diseño de 
fondos generacionales y el funcionamiento del Fondo de Ahorro del Pilar 
Contributivo. 
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 Introducción 
 
La Ley 2381 de 2024 establece un nuevo Sistema de Protección Social Integral para 
la vejez, invalidez y muerte de origen común. Este sistema tiene el propósito de 
brindar protección, a un mayor número de personas, frente a las contingencias 
derivadas de la vejez, invalidez y muerte de origen común bajo los principios de 
universalidad, solidaridad y eficiencia, participación, entre otros.  
 
El Sistema de la Ley 2381 de 2024 está estructurado en los siguientes pilares: i) 
Pilar solidario; ii) Pilar Semicontributivo; y iii) Pilar Contributivo, el cual se integra 
por el Componente de Prima Media (en adelante CPM) y el Componente 
Complementario de Ahorro Individual (en adelante CCAI); y iv) Pilar de ahorro 
voluntario. 
 
El Pilar Contributivo incluye a trabajadores dependientes e independientes, 
servidores públicos y personas con capacidad de cotización para acceder a una 
pensión integral por vejez, invalidez o sobrevivientes. Este pilar está compuesto, a 
su vez, por los siguientes dos componentes: i) Prima Media: el cual recibe las 
cotizaciones por parte de los ingresos base de cotización que oscilen entre un (1) 
Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMLMV) y hasta dos punto tres (2.3) SMLMV, 
y; ii) Componente Complementario de Ahorro Individual el cual recibe las 
cotizaciones del ingreso base de cotización que exceda los dos punto tres (2.3) 
SMLMV y hasta los veinticinco (25) SMLMV. 
 
Este nuevo sistema señala que el CCAI será administrado por las Administradoras 
del Componente Complementario de Ahorro Individual (en adelante ACCAI), las 
cuales podrán ser: Administradoras de Fondos de Pensiones (en adelante AFP), 
sociedades fiduciarias, compañías de seguros de vida, sociedades comisionistas de 
bolsa, COLPENSIONES o la entidad que haga sus veces, así como las entidades sin 
ánimo de lucro autorizadas para ello y vigiladas por la Superintendencia Financiera 
de Colombia (en adelante SFC). 
 
El proyecto de decreto que acompaña este documento técnico define las reglas que 
deberán aplicar las ACCAI relacionadas con: el régimen de autorización, 
administración y supervisión; gobierno corporativo; así como aquellas dirigidas a 
garantizar una libre y leal competencia en los términos de la Ley 2381 de 2024. El 
presente documento, así como el proyecto de decreto que lo acompaña, fue 
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desarrollado de manera articulada con la Superintendencia Financiera de Colombia 
(SFC). 
 
Este documento cuenta con cuatro secciones adicionales a esta introducción. La 
segunda sección presenta algunas definiciones para facilitar el entendimiento de la 
propuesta.  En la tercera sección se abordan los antecedentes y justificaciones 
legales. La cuarta sección detalla la propuesta regulatoria dividida en dos 
subsecciones: la primera relacionada con el régimen de autorización y la segunda 
sobre las reglas relativas al gobierno corporativo de las ACCAI. Y finalmente, la 
quinta sección explica el régimen de transición propuesto en el proyecto de decreto 
que acompaña este documento. 
 
Finalmente, es preciso señalar que el proyecto de decreto que acompaña este 
documento técnico hará parte de otras iniciativas que reglamentan la Ley 2381 de 
2024. Adicionalmente, se trabaja, junto con otras entidades, en el diseño de marcos 
regulatorios relacionados con: 

1. Definición de los mecanismos de aseguramiento de los riesgos de invalidez y 
sobrevivencia. 

2. Definición de mecanismos de financiación y pago para la etapa de 
desacumulación. 

3. Diseño de fondos generacionales y funcionamiento del Fondo de Ahorro del 
Pilar Contributivo. 
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Definiciones 
 
ACCAI. Administradora del Componente de Ahorro Individual. 
CCAI. Componente Complementario de Ahorro Individual. 
SFC. Superintendencia Financiera de Colombia. 
AFP. Administradora de Fondos de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual de 
la Ley 100 de 1993. 
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Antecedentes y justificación 
 
El sistema de pensiones en Colombia fue establecido originalmente por la Ley 100 
de 1993, que instauró un modelo dual a partir del 1 de abril de 1994. Su objetivo 
principal fue garantizar a la población colombiana protección contra las 
contingencias de vejez, invalidez y muerte de origen común, mediante el 
reconocimiento de pensiones y prestaciones. Además, la ley buscó ampliar 
progresivamente la cobertura a los segmentos de la población que no estaban 
incluidos en el sistema de pensiones. 
 
Frente a la Ley 100 de 1993, el Sistema General de Pensiones se compone por dos 
regímenes solidarios y excluyentes que coexisten. Por un lado, el régimen de prima 
media con prestación definida, administrado por Colpensiones y que anteriormente 
estaba a cargo del Instituto de Seguros Sociales y las Cajas de previsión social. Por 
otro lado, el régimen de ahorro individual, gestionado por las AFP. 
 
La Constitución política de 1991 concibe la Seguridad Social como un derecho 
irrenunciable, que se garantiza a todos los habitantes a través de un servicio público, 
bajo la dirección, coordinación y control del Estado, fundado en los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad. 
 
Así mismo, la Constitución en su artículo 333 reconoce la libertad contractual y la 
autonomía privada. No obstante hay que tener en consideración que el artículo 335 
señala: “Las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra 
relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos de 
captación a las que se refiere el literal d) del numeral 19 del artículo 150 son de 
interés público y sólo pueden ser ejercidas previa autorización del Estado, conforme 
a la ley, la cual regulará la forma de intervención del Gobierno en estas materias y 
promoverá la democratización del crédito”. Esto significa que en la libertad 
contractual debe prevalecer el interés general o público, el cual es uno de los 
principios que fundamentan el Estado Social de Derecho conforme al artículo 1 de 
la Constitución Política.  
 
La Constitución no ha calificado la actividad financiera como un servicio público sino 
como de interés público. Según la Corte Constitucional, decir que la actividad 
financiera es de interés público significa que esta actividad debe buscar el bienestar 
general. En este sentido, debe mediar autorización del Estado para su desarrollo. 
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Por otra parte, se considera necesario ampliar los actores autorizados para la 
administración de recursos pensionales, en particular del CCAI del Pilar Contributivo, 
pues en la actualidad el mercado de administración de fondos de pensiones presenta 
indicadores elevados de concentración (Índice Herfindahl y Hirschman – HHI)1. Lo 
anterior orientado a aumentar la competencia, diversificar las opciones para los 
afiliados y aportar especialización en el manejo de recursos. En ese mismo sentido, 
resulta necesario que la administración del CCCAI sea realizada para diferentes 
entidades del sector financiero como AFP, sociedades fiduciarias, comisionistas de 
bolsa y compañías aseguradoras de vida, en línea con una perspectiva funcional, en 
donde una misma operación pueda ser autorizada a dos más licencias deferentes. 
 
En línea con lo anterior, la Ley 2381 de 2024 confiere al Gobierno Nacional la 
responsabilidad de reglamentar estas nuevas actividades, estableciendo los niveles 
adecuados de patrimonio, capital mínimo, y criterios de gobierno corporativo. Este 
marco regulatorio busca promover una administración eficiente y profesional de los 
recursos del componente complementario de ahorro individual, fomentando la 
competencia y reduciendo las barreras de entrada. Esto propende por la disminución 
de costos y una mejor calidad del servicio para los afiliados. 
 
La administración de los recursos en el componente de ahorro individual del pilar 
contributivo, como base para mejorar las condiciones de los afiliados en la etapa de 
retiro, debe sujetarse a los siguientes principios de eficiencia en seis ejes 
conceptuales: (i) establecer un esquema que sirva a la sociedad, (ii) promover un 
esquema accesible y abierto a nuevos participantes (más competencia y menos 
barreras de entrada), (iii) buscar un esquema en el que se puedan gestionar todos 
los riesgos, (iv) evitar asimetrías regulatorias, (v) incrementar los estándares de 
profesionalismo de sus participantes y (vi) reforzar la regulación y supervisión 
basadas en principios de riesgos. 
 
El artículo 3 de la Ley 2381 de 2024 establece la estructura del Sistema de 
Protección Social Integral para la Vejez, Invalidez y muerte de origen común, por 
pilares, dentro de los cuales se incluye el Pilar Contributivo que se integra por el 
Componente de Pima Media y el Componente Complementario de Ahorro Individual. 
Este último componente recibirá las contribuciones correspondientes al ingreso base 
de cotización que superen dos punto tres (2.3) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes -SMLMV, y hasta los veinticinco (25) SMLMV, para administrarlo en cuentas 
individuales, que constituirán el Patrimonio Autónomo administrado por las ACCAI.  

 
1 Con cifras a junio de 2024 se calcula un HHI de 4.663. 



 
 
Los recursos administrados por las ACCAI, incluyendo sus rendimientos, serán 
empleados como fuente de financiación de la parte de la prestación correspondiente 
al componente complementario de ahorro que, como su nombre lo indica, 
complementará el beneficio derivado del componente de Prima Media, para así 
constituir una única mesada para el pensionado, la cual será reconocida y pagada 
por Colpensiones. 
 
La estructura de pilares de este nuevo sistema de Protección Social Integral 
representa un cambio estructural profundo, respecto de la Ley 100 de 1993, en 
cuanto al tipo de entidades que administran los recursos del ahorro de los 
trabajadores en cuentas de ahorro individual, el esquema y los objetivos bajo los 
cuales se administra este ahorro, las funciones que recaen en los administradores, 
el marco prudencial aplicable a entidades con objeto legal diverso y las reglas de 
gobierno corporativo exigibles a las entidades que administran los recursos. 
 
Por lo anterior, la necesidad regulatoria se justifica plenamente por la expedición de 
la Ley 2381 de 2024 y la obligación del Gobierno nacional para desarrollar las 
facultades de intervención que permitan definir las reglas comunes a todas las 
entidades autorizadas por la Ley para administrar los recursos del componente 
complementario de ahorro individual, de tal manera que se promueva la entrada de 
nuevos administradores al mercado bajo un marco de reglas y estándares robustos, 
que brinde tranquilidad a los trabajadores respecto a las capacidades técnicas y 
humanas especializadas exigibles a las entidades que opten por administrar los 
recursos.  
 
Una de las novedades que trae la Ley 2381 de 2024 es la de permitir que otras 
entidades, además de las AFP que vienen administrando los fondos de pensiones 
obligatorias del esquema de la Ley 100 de 1993, puedan participar como ACCAI 
para la administración de los nuevos fondos generacionales. 
 
Los elementos que hacen parte de esta propuesta regulatoria, y que resultan 
necesarios para establecer las normas aplicables a todas las ACCAI, independiente 
del tipo de entidad, y que promueven una justa y sana competencia en el mercado, 
son los siguientes: 

1. Definición del Capital mínimo que deben acreditar las ACCAI. El artículo 59 de 
la Ley 2381 de 2024 establece que uno de los requisitos que debe acreditar 
una entidad que opte por administrar los recursos del componente 
complementario de ahorro individual, además de requerir la autorización de 



 
la Superintendencia Financiera de Colombia y de contar con los recursos 
técnicos y humanos necesarios, es la de contar con un nivel mínimo de capital 
que permita garantizar la capacidad necesaria para la administración de los 
recursos. 

2. Definición del patrimonio adecuado que deben cumplir en todo momento las 
ACCAI (artículo 58 de la Ley 2381 de 2024). A diferencia del capital mínimo, 
el requerimiento de patrimonio adecuado es una norma prudencial que busca 
establecer un requisito mínimo de patrimonio técnico definido a partir de la 
exposición al riesgo de la entidad, de tal manera que la entidad tenga la 
capacidad de absorber incluso un nivel de pérdidas más allá de lo esperado, 
promoviendo la continuidad en la prestación de los servicios de 
administración. Este requerimiento varía según el nivel de riesgo al que está 
expuesta la entidad.  

3. Definición de estándares de gobierno corporativo para las ACCAI. En su 
artículo 60, la Ley 2381 le otorga facultades al Gobierno nacional para definir 
estándares mínimos de gobierno corporativo para las administradoras, 
incluyendo criterios de idoneidad e independencia para la junta directiva. 

4. Definición de los mecanismos de participación de los afiliados en el control de 
las ACCAI. El artículo 62 de la Ley 2381 de 2024 establece que los 
representantes del componente complementario y del componente de prima 
media (de los cuales, al menos uno debe ser mujer), participarán en el control 
de las ACCAI a través de su participación en las juntas directivas. Así mismo, 
señala que el revisor fiscal y los miembros independientes de dicha junta, 
serán responsables por velar por los intereses de los afiliados en la ACCAI. 

La propuesta que acompaña el presente documento técnico desarrolla estas 
facultades, contenidas en la Ley 2381 de 2024, con el objetivo de promover la 
entrada de nuevos jugadores en la administración bajo un conjunto de reglas y 
estándares que permitan dar confianza sobre el manejo profesional de los recursos 
administrados, promoviendo en todo momento la consecución de los objetivos del 
sistema, a saber, relacionados con procurar la mejor mesada pensional posible, 
teniendo en cuenta los riesgos de conversión de activos, y asumiendo un nivel de 
riesgo adecuado y decreciente. 
 
 
 
 
 



 

Propuesta normativa 
 
El proyecto de decreto que acompaña este documento técnico adiciona el Libro 43, 
a la parte 2 del Decreto 2555 de 2010, que se denominará “Normas aplicables a las 
Administradoras del Componente Complementario de Ahorro Individual del Sistema 
de Protección Social Integral para la Vejez, Invalidez y Muerte de Origen Común”. 
 
La estructura propuesta del Libro consiste en dos títulos. El primer título, 
denominado “Régimen de autorización de las Administradoras del Componente 
Complementario de Ahorro Individual – ACCAI” contiene dos capítulos. El primer 
capítulo, denominado “Ámbito de aplicación de las Administradoras del Componente 
Complementario de Ahorro Individual – ACCAI” y el segundo capítulo denominado 
“Capital Mínimo y Patrimonio Adecuado”.  
 
El segundo título, se denomina “Gobierno corporativo” y contiene tres capítulos. El 
primer capítulo se denomina “Junta Directiva, el segundo “Elección de los 
representantes del componente complementario de ahorro individual del pilar 
contributivo en la junta directiva” y el tercero “conflictos de interés, políticas y 
deberes”. 
 

1. Régimen de autorización de las ACCAI 
 
Este título tiene como objetivo definir las reglas básicas de autorización de las 
ACCAI. En particular, en el título se define el ámbito de aplicación de las reglas, 
haciendo énfasis en que estas aplicarán únicamente en el contexto de la 
administración de recursos del CCAI de la Ley 2381 de 2024. Así mismo, en el 
segundo capítulo se definen los niveles de capital mínimo y patrimonio adecuado 
que deberán cumplir las entidades que sean autorizadas para ser ACCAI. 
 
1.1. Ámbito de aplicación, autorización, entidades, 

administración y supervisión  
 
En primer lugar, este capítulo del proyecto de decreto pretende definir el ámbito de 
aplicación de las normas. En particular se propone que las ACCAI, en el marco de la 
administración del CCAI, deberán cumplir lo señalado en la Ley 2381 de 2024 y en 
las demás normas que la reglamenten, así como lo propuesto a lo largo del proyecto 
que acompaña este documento. Sumado a lo anterior, se aclara que estas normas 
no serán aplicables a lo relacionado con la administración de recursos del Régimen 



 
de Ahorro Individual con Solidaridad del Sistema General de Pensiones de la Ley 
100 de 1993. 
 
Lo anterior en la medida que es necesario aclarar que las AFP seguirán 
desempeñando actividades relacionadas con las reglas del sistema de pensiones de 
la Ley 100, debido a que estas administrarán los saldos de las Cuentas de Ahorro 
Individual de sus afiliados que hagan parte del régimen de transición, en virtud del 
artículo 75 de la Ley 2381. En ese sentido, ambas actividades seguirán rigiéndose 
por lo dispuesto en el Sistema General de Pensiones de la Ley 100 de 1993 y de los 
decretos que la reglamenten. 
 
Adicionalmente, el proyecto de decreto propone, en línea con lo definido en el 
artículo 24 de la Ley 2381, que el CCAI del Pilar contributivo sea administrado, 
previa autorización de la SFC por las siguientes entidades: AFP, Sociedades 
Fiduciarias, Compañías de seguros de vida, Sociedades Comisionistas de Bolsa y 
entidades sin ánimo de lucro autorizadas para ello y vigiladas por la SFC.  
 
En segundo lugar, este primer capítulo hace una serie de aclaraciones sobre las 
funciones de las ACCAI para las entidades que actualmente realizan actividades 
financieras. Una vez autorizadas por la SFC estas entidades tendrán como 
actividades adicionales a las que actualmente realizan las siguientes: i) la 
administración de fondos de pensiones; y ii) la administración de información 
relacionada con el conjunto de cuentas individuales, intereses, dividendos o 
cualquier otro ingreso generado por los activos que los integren y los patrimonios 
autónomos que las constituyan. Así mismo, deberá administrarse la información que 
resulte necesaria para que COLPENSIONES brinde información periódica y unificada 
al afiliado.  
 
Frente a las actividades de administración de fondos de pensiones, el proyecto de 
decreto define, en el Capítulo 2 del Título 1, las reglas relacionadas con su 
autorización. Para ello se establece un capital mínimo y reglas de gobierno 
corporativo. No obstante, es preciso señalar que se tiene previsto desarrollar, en 
una regulación posterior, reglas relacionadas con la definición del régimen de 
inversiones, fondos generacionales, medidas de desempeño, comisiones y esquema 
de subcuentas, entre otros. 
 
Frente a la administración de la información, esta actividad se encuentra establecida 
en los artículos 6 y 71 de la Ley 2381 de 2024. En ese sentido, Colpensiones deberá 
remitir información periódica y unificada para los afiliados en la que se envíe un 
extracto que registre semas cotizadas, ingreso base de cotización, aportes 



 
realizados e información necesaria para tomar decisiones sobre el futuro pensional 
del afiliado.  
 
Así mismo, según el artículo 6 de la Ley 2381 de 2024 le corresponde a las ACCAI 
enviar a sus afiliados un extracto que registre semanas cotizadas, sumas depositas, 
rendimientos y saldos, monto de las comisiones cobradas y primas pagadas 
consolidando las subcuentas que se tengan en cada fondo de pensiones 
administrado. Adicionalmente, es preciso señalar que en el artículo 77 de la Ley 
2381 de 2024 se señala que para el correcto funcionamiento y el reporte de esta 
información, los distintos actores, en este caso las ACCAI, tendrán la obligación de 
garantizar la interoperabilidad de sus sistemas de información y la incorporación de 
la información a dicho sistema. 
 
Finalmente, en el primer capítulo del proyecto de decreto se realizan dos 
aclaraciones. Por un lado, las entidades que sean autorizadas para ser ACCAI 
deberán modificar sus estatutos sociales incorporando esta nueva actividad. Lo 
anterior con el objetivo de que exista certidumbre sobre el alcance y límites legales 
dentro de los cuales la entidad puede desarrollar actividades, en línea con lo 
señalado en el artículo 99 del Código de Comercio, así como circunscribir la 
responsabilidad de los administradores en esta nueva actividad. 
 
Por otro lado, el parágrafo propuesto del artículo 2.43.1.1.3 reitera que el 
patrimonio autónomo administrado por las ACCAI es de propiedad de los afiliados. 
Lo anterior en línea con el artículo 61 de la Ley 2381 de 2024 y con el objetivo de 
que existe una separación de los activos de los afiliados del resto de activos 
administrados por la ACCAI, asegurando que los recursos tengan una destinación 
exclusiva para el pago de las pensiones en su CCAI. 
 
1.2. Capital mínimo y patrimonio adecuado 
 
La regulación prudencial cuenta con múltiples instrumentos de intervención que 
buscan una adecuada administración del ahorro captado del público, de tal manera 
que las entidades financieras puedan garantizar la prestación de los servicios a sus 
clientes, reduciendo la probabilidad de ocurrencia de una situación que afecte la 
estabilidad del sistema financiero en su conjunto. Varios de estos instrumentos, 
aunque pueden contener elementos en común, buscan objetivos específicos y 
particulares. 
 
Dentro de estos instrumentos, aparecen dos herramientas que están, ambas, 
relacionadas con el capital de las entidades financieras: 



 
- Capital mínimo. Este instrumento está diseñado para promover la existencia 

de entidades con una cantidad de recursos propios que permitan garantizar 
una capacidad técnica y humana mínima para el desarrollo de su objeto legal. 
El requerimiento de capital mínimo es fijo en el tiempo (fijo, si se considera el 
efecto de la inflación), y no persigue un objetivo diferente al de promover la 
existencia de entidades que superen un determinado umbral de recursos 
propios. Este requisito es exigible a todas las entidades que desarrollan 
actividad financiera y que son vigiladas por la SFC. La definición del umbral 
de capital mínimo que cumple cada tipo de entidad está relacionada con el 
objeto social a desarrollar, y por ello varía entre cada tipo de entidad. 
 

- Patrimonio adecuado. A diferencia del capital mínimo (que es constante en 
el tiempo en términos “reales”), el instrumento denominado patrimonio 
adecuado es un requerimiento de recursos propios de la entidad que se define 
en proporción a los riesgos a los que se encuentra expuesta una entidad 
financiera. Una entidad con un nivel de exposición al riesgo bajo tendrá un 
requerimiento de patrimonio adecuado inferior que el requerimiento aplicable 
a una entidad que tiene un nivel de exposición al riesgo superior. 

 
Para la definición de estos dos instrumentos de regulación prudencial para las 
ACCAI, se tuvieron en cuenta los siguientes principios técnicos. 

- La Ley permite que diferentes tipos de entidades (AFP, fiduciarias, 
comisionistas de bolsa, compañías aseguradoras de vida, la administradora 
de componente de prima media y entidades sin ánimo de lucro) puedan ser 
ACCAI. La regulación prudencial debe dar cuenta de la multiplicidad de objetos 
legales que concurren en la administración del CCAI. 

- Las ACCAI, independiente de su objeto legal y los diferentes tipos de negocios 
y mercados en los que operan, deben estar sujetas a reglas homogéneas en 
lo relacionado con la administración del CCAI, de tal manera que se promueva 
una competencia justa y sin arbitrajes entre diferentes tipos de ACCAI. 

- Los requisitos prudenciales deben estar enfocados en generar un manejo 
profesional y alineado con los objetivos de la Ley 2381 de 2024, promoviendo 
la entrada de nuevos administradores al mercado. 

De todo lo anterior, la propuesta que acompaña el presente documento técnico 
contiene los siguientes parámetros y componentes técnicos. 
 
 



 
Nivel de capital mínimo exigible a las ACCAI.  
 
El nivel de capital mínimo exigible a las ACCAI, en todo momento, será de veinte 
mil doscientos diecisiete millones de pesos ($20.217.000.000) de 2024. Este valor 
se actualizará anualmente en el mismo sentido y porcentaje con que varíe la 
inflación en Colombia (medida a través de la variación del índice de precios al 
consumidor (IPC) calculado y publicado por el DANE). En particular, las entidades 
que decidan ser ACCAI cumplirán con el capital mínimo que resulte mayor entre el 
presente umbral y el exigible para cada tipo de entidad, más no con la suma de 
ambos. 
 
Dos elementos se tuvieron en cuenta al momento de establecer este umbral. En 
primer lugar, es importante mencionar que este valor es plenamente equivalente al 
requisito de capital mínimo exigido a las entidades que actualmente administran el 
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS) definido en la Ley 100 de 
1993. Dicho umbral da cuenta de unas capacidades técnicas, humanas, tecnológicas 
mínimas requeridas para administrar el ahorro de los afiliados en cuentas de ahorro 
individual a través del esquema de fondos generacionales. En segundo lugar, la 
definición del umbral se estableció de tal manera que no constituya una barrera de 
entrada para las entidades que opten por entrar al nuevo sistema de protección 
social como ACCAI, cuando no sean AFP que por definición ya vienen cumpliendo 
con dicho requisito.  

 
En ese sentido, la revisión de la información reportada por todas las entidades 
autorizadas por la Ley 2381 de 2024 y que son vigiladas por la Superintendencia 
Financiera de Colombia permitió constatar que actualmente 59 entidades, de 69 en 
total, cumplen con el requisito de capital mínimo definido el proyecto de decreto. Es 
decir, que el 85,5% cumpliría con el computo de capital mínimo, arriba enunciado, 
y apenas el 14,5% no cumpliría con dicho monto. Este 14,5% corresponde a diez 
(10) entidades, de las cuales cuatro (4) tendrían un cómputo del 80% del capital 
mínimo requerido.  
 
La siguiente tabla resume el agregado de entidades discriminado por su objeto social 
y computo de capital mínimo, a partir del cual se observa la multiplicidad de actores 
que pueden ser ACCAI. 
 

Tabla 1. Sociedades por tipo de licencia que cumplen el capital mínimo requerido propuesto 

Tipo de entidad Cumplen No cumplen Total 
Sociedades Fiduciarias 21 6 27 
Sociedades Comisionistas de Bolsa 14 4 18 



 

Fuente: Elaboración con datos de la Superintendencia Financiera de Colombia 

En la anterior tabla se observa la multiplicidad de entidades que estarían en 
capacidad de desarrollar actividades como ACCAI, respaldando la idea de disminuir 
las barreras de entrada a la administración de recursos pensionales al tiempo que 
se garantizan normas prudenciales para el manejo que este tipo de recursos 
requieren. 
 
Definición de patrimonio adecuado exigible a las ACCAI.  
 
En primer lugar, el proyecto de decreto establece que las sociedades fiduciarias, 
sociedades comisionistas de bolsa, AFP y compañías aseguradoras de vida tendrán 
como exigencia de patrimonio adecuado y relación mínima de solvencia las reglas 
señaladas en el Decreto 2555 de 2010. El proyecto de decreto que acompaña este 
documento únicamente realiza modificaciones a la definición de riesgo operacional, 
no obstante, se detallará el cálculo de la relación de solvencia con el objetivo de 
exponer la modificación propuesta. 
 
De acuerdo con los decretos 415 de 2018 y 175 de 2022, incorporados al Decreto 
2555 de 2010, la relación de solvencia se encuentra estandarizada para las 
entidades vigiladas por la SFC que administran recursos de terceros, es decir, para 
las AFP, fiduciarias y comisionistas de bolsa, tal como se especifica a continuación. 
Esta estandarización resulta relevante, pues implica que estas entidades ya cuentan 
con una norma de patrimonio adecuado homogénea, eliminando la posibilidad de 
arbitrajes entre diferentes tipos de entidades.  
 
Así mismo, la norma vigente ya se adapta a los riesgos a los que se puede exponer 
una ACCAI, por lo que la regulación actual no requiere modificaciones de fondo en 
su estructura, pues ya contempla los riesgos relevantes que deben ser considerados. 
Sumado a esto, es preciso señalar que esta definición de margen de solvencia 
aplicaría a las entidades sin ánimo de lucro y COLPENSIONES en el caso que opten 
ser ACCAI, de acuerdo con el artículo 2.43.1.2.3 propuesto. La relación de solvencia 
es la siguiente: 
  

Administradoras de Fondos de Pensiones 4 0 4 
Compañías aseguradoras de Vida 20 0 20 
Total 59 10 69 



 

𝑹𝒆𝒍𝒂𝒄𝒊ó𝒏	𝒅𝒆	𝒔𝒐𝒍𝒗𝒆𝒏𝒄𝒊𝒂2 =	
𝑷𝒂𝒕𝒓𝒊𝒎𝒐𝒏𝒊𝒐	𝒕é𝒄𝒏𝒊𝒄𝒐

𝑨𝑷𝑵𝑹 +	𝟏𝟎𝟎𝟗 	𝑽𝒆𝒓𝑹𝒎+ 𝟏𝟎𝟎𝟗 	𝑽𝒆𝒓𝑹𝒐
 

 
En dónde: 

 
𝑹𝒆𝒍𝒂𝒄𝒊ó𝒏	𝒅𝒆	𝒔𝒐𝒍𝒗𝒆𝒏𝒄𝒊𝒂: corresponde a la relación de solvencia que deben mantener 
permanente y acreditar estas entidades ante la SFC. El cumplimiento de esta 
relación de solvencia se realizará en forma individual y consolidada por cada 
entidad. Para estos efectos, las entidades se sujetarán a las normas que, conforme 
a sus facultades legales, expida la SFC. Esta fórmula no presenta modificaciones en 
la propuesta normativa que acompaña este documento. 

𝑷𝒂𝒕𝒓𝒊𝒎𝒐𝒏𝒊𝒐	𝒕é𝒄𝒏𝒊𝒄𝒐: es el resultante de sumar el patrimonio básico neto de 
deducciones con el patrimonio adicional y restar las deducciones del patrimonio 
técnico. Esta definición no presenta modificaciones con la propuesta normativa que 
acompaña este documento. 

𝑨𝑷𝑵𝑹: corresponde a los activos ponderados por nivel de riesgo de crédito. El riesgo 
de crédito corresponde a la posibilidad de registrar pérdidas que disminuyan el 
patrimonio técnico de las entidades por el incumplimiento de las obligaciones de las 
contrapartes. En estos APNR se establecen tres categorías de activos con sus 
respectivos ponderadores. Esta definición y clasificación tampoco presenta 
modificaciones con la propuesta normativa que acompaña este documento. 
 
𝑽𝒆𝒓𝑹𝒎: corresponde al valor en riesgo por riesgo de mercado. Se entiende como la 
posibilidad de pérdidas que disminuyan el patrimonio técnico de las entidades por 
movimientos adversos en los indicadores del mercado que afecten los instrumentos 
financieros en los que la entidad mantenga posiciones o en su balance. Esta 
definición y composición no presenta modificaciones con la propuesta normativa que 
acompaña este documento.  

 
𝑽𝒆𝒓𝑹𝒐: corresponde al valor en riesgo por riesgo operacional. Este se entiende como 
la posibilidad de pérdidas que disminuyan el patrimonio técnico de las entidades 
como consecuencia de la inadecuación o fallos de los procesos, el personal y los 
sistemas internos o bien a causa de acontecimientos externos. Este riesgo incluye 
el riesgo legal, pero excluye los riesgos estratégico y de reputación. Este fue el único 

 
2 Para el cálculo de esta relación de solvencia se tiene en cuenta únicamente la posición propia de la 
entidad. Es decir, sin considerar los activos administrados como el patrimonio autónomo del CCAI. 



 
componente de la relación de solvencia que se modifica con la propuesta normativa 
que acompaña este documento. 

En particular, este riesgo se calcula como el resultado de sumar ingresos por 
conceptos de comisiones provenientes de la administración de activos y deducir los 
gastos por comisiones causados por la custodia de valores respecto de los activos 
administrados. En ese sentido, el proyecto de decreto en los artículos 2, 3, 4 y 5 
modifica los artículos 2.5.3.1.13 (Fiduciarias), 2.6.1.1.7 (AFP), 2.9.1.1.13 
(Comisionistas de bolsa) y el 2.31.1.2.5 (entidades aseguradoras) del Decreto 2555 
de 2010. Estas modificaciones están dirigidas a incluir los conceptos de comisiones 
provenientes de la administración de fondos de pensiones del CCAI de que trata la 
Ley 2381 de 2024. 
 
Adicionalmente, es preciso señalar que la definición de patrimonio adecuado de las 
entidades aseguradoras de vida tiene algunas diferencias con la definición de 
margen de solvencia analizada previamente para las otras entidades. La definición 
de patrimonio adecuado de las entidades aseguradoras no se modifica con el 
proyecto de decreto que acompaña este documento técnico.  
 
El cálculo del patrimonio adecuado de las entidades aseguradoras está en función 
de los riesgos de suscripción, riesgo de activo y valor de riesgo de mercado. Así 
mismo, aquellas compañías aseguradoras de vida que administren, a través de 
patrimonios autónomos, recursos del CCAI deberán adicional el valor de exposición 
al riesgo operacional. En ese sentido, el proyecto normativo adiciona parágrafo 3 al 
artículo 2.31.1.2.5 del Decreto 2555 de 2010 con el objetivo de incluir los ingresos 
por comisiones provenientes de la administración de fondos de pensión del CCAI al 
cálculo del riesgo operacional que se sumará al cálculo del patrimonio adecuado. 
 
Finalmente, los artículos 2, 3, 4 y 5 incluyen una disposición con el objetivo de crear 
reglas para el cálculo del riesgo operacional teniendo en cuenta que la 
administración de fondos de pensiones del CCAI es una nueva actividad. En ese 
sentido, se define que el cálculo total de los ingresos por comisiones proveniente de 
la administración del CCAI corresponderá al promedio de los últimos tres (3) años 
de todas las comisiones.  
 
Por otra parte, los nuevos administradores o que no tengan información de tres (3) 
años de los ingresos y gastos por comisiones, deberán multiplicar el valor de los 
activos administrados por los cocientes de los ingresos y gastos por comisiones 
sobre el valor de los activos administrados de aquellas entidades que administraron 
estos activos durante los últimos tres años. En este caso en particular, la SFC emitirá 
definiciones particulares. Estas últimas reglas tienen el objetivo de establecer un 



 
cálculo de riesgo operacional de las nuevas entidades a partir del calculo que han 
realizado otras entidades para el mismo objeto social. 
 
 

2. Gobierno corporativo 
 
2.1. Junta directiva 
 
Respecto de los criterios de gobierno corporativo de las ACCAI, la Ley 2381 de 2024 
establece la necesidad de definir unos estándares mínimos, que incorporen las 
mejores prácticas internacionales y criterios técnicos. En el mismo sentido, la Ley 
también otorga facultades al Gobierno nacional para establecer los criterios de 
idoneidad y el número mínimo de miembros independientes que conformaran la 
junta directiva de la administradora.  
 
En desarrollo de estas facultades, el proyecto de decreto que acompaña el presente 
documento técnico contiene los siguientes elementos relacionados con la Junta 
Directiva de las ACCAI (en el presente Documento Técnico, el término Junta 
Directiva se emplea en un sentido amplio para referirse al máximo órgano 
administrativo, sea Junta Directiva, Consejo de administración, Directorio u otras 
posibles denominaciones). 

1. Establecer que los miembros de la junta directiva ostentarán la calidad de 
administradores definida en la Ley 222 de 1995. Lo anterior implica que los 
miembros de la junta directiva de la ACCAI “… deben obrar de buena fe, con 
lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios.”3. A su vez, dichos 
administradores tienen que cumplir una serie de deberes contenidos en la 
misma norma, en donde se destacan los siguientes: 

a. Enfocar su labor en el desarrollo de su objeto social  
b. Velar por el cumplimiento de las obligaciones legales y estatutarias 
c. Velar por el cabal cumplimiento de las funciones del revisor fiscal 
d. Proteger la reserva comercial de la entidad 
e. Abstenerse de emplear indebidamente información privilegiada 
f. Brindar un trato equitativo a todos los socios  
g. Abstenerse de participar en actividades o actos que puedan implicar un 

potencial conflicto de interés o competencia con la administradora. 

 
3 Artículo 22 de la Ley 222 de 1995. 



 
2. Sobre la conformación de la Junta Directiva, la propuesta establece que el 

número mínimo de miembros de la junta directiva será de 5, que deberá estar 
compuesta por un número impar de miembros y que al menos el veinticinco 
por ciento (25%) de los miembros deberá tener la calidad de independientes.  

3. Un miembro de Junta Directiva se considera independiente siempre que no 
mantenga vínculos con la administradora, o con el grupo empresarial o 
conglomerado al que pertenezca, que puedan generar un potencial conflicto 
de interés o que afecten la independencia de su juicio. Lo anterior resulta 
relevante, dada la existencia de grupos empresariales y conglomerados 
financieros en el país, particularmente en los mercados financieros. La 
propuesta contiene un conjunto de criterios que permitan establecer la 
pérdida de la calidad de independiente de un miembro de Junta Directiva, en 
donde se destacan las siguientes: 

a. Persona que ejerza el control o determine la mayoría decisoria en los 
órganos de administración, de manera directa o indirecta, en la ACCAI 

b. Persona que ejerza influencia significativa o poder de mando en la 
ACCAI o en alguna entidad que conforme el conglomerado financiero o 
grupo empresarial al que pertenece la administradora. La influencia 
significativa se entiende en los mismos términos definidos en la Norma 
Internacional Contable NIC 28, incorporada en el marco jurídico 
colombiano a través del Decreto 2420 de 2015. 

c. Persona que sea, o haya sido en el año inmediatamente anterior, 
empleado de la ACCAI o en alguna de las partes relacionadas a la 
misma. En ese sentido, parte relacionada incluye no solo a las entidades 
que pertenecen a un grupo empresarial o conglomerado por la 
existencia de relaciones de control y subordinación, también incluye a 
otras entidades en las que se pueda ejercer influencia significativa a 
través de una de las entidades que conforman dicho grupo. La definición 
de parte relacionada es la misma contenida en la Norma Internacional 
Contable NIC 28, incorporada en el marco jurídico colombiano a través 
del Decreto 2420 de 2015.  

d. Persona que sea, o haya sido en el año inmediatamente anterior, 
empleado o directivo de una Fundación, asociación o sociedad que 
hubiese recibido donativos significativos de parte de la ACCAI.  

e. Persona que sea administrador de otra entidad en cuya junta directiva 
también participe un representante legal de la ACCAI 

f. Las personas que sean clientes, prestadores de servicios, proveedores, 
deudores, socios o empleados de empresas que constituyan relaciones 
económicas materialmente importantes con la ACCAI. 



 
g. Las personas que reciban algún tipo de remuneración por parte de la 

ACCAI, diferente a los honorarios que recibe por ser un miembro de la 
junta directiva. 

h. Los familiares de los accionistas, de quienes ejercen influencia 
significativa o de quienes comparten junta directiva de otra entidad con 
un represente legal de la ACCAI. 

Estos miembros deben cumplir con ciertos criterios de independencia e 
idoneidad, y su rol es garantizar que las decisiones sean tomadas en beneficio 
de los afiliados, sin estar influenciadas por intereses externos. La 
independencia de estos miembros es crucial para mantener la transparencia 
y la integridad en la gestión de los fondos de pensiones. 

4. La propuesta aclara que las disposiciones de gobierno corporativo asociadas 
a los representantes de los afiliados en las juntas directivas de las ACCAI serán 
exigibles únicamente en el marco de la toma de decisiones relacionadas con 
la administración del CCAI; esto resulta relevante, dado que la Ley 2381 de 
2024 faculta a entidades cuyo objeto social comprende actividades diferentes 
a la administración del CCAI. 
 

2.2. Elección de los representantes del componente 
complementario de ahorro individual del pilar contributivo 
en la junta directiva 

 
Los sistemas de seguridad social pensional han venido avanzando en el 
reconocimiento de la importancia de la participación de los trabajadores en la toma 
de decisiones sobre el manejo de recursos y la ejecución de esta política de 
seguridad social. Una revisión de algunos de los países de la región muestra que en 
estos se vienen implementando medidas para garantizar la participación de los 
trabajadores en órganos o entidades que lideran la implementación de sus sistemas 
pensionales, sin que todavía se observe una incidencia directa en las estructuras 
directivas de organizaciones de capital privado que administran los fondos de 
pensiones.  
 
En México los trabajadores cuentan con representantes tanto en la Junta de 
gobierno de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro (CONSAR), 
como en el Comité Consultivo y de Vigilancia de la CONSAR (CONSAR, 2022). Esta 
Comisión tiene como misionalidad fundamental, regular el Sistema de Ahorro para 
el Retiro (SAR), que está constituido por las cuentas individuales a nombre de los 



 
trabajadores que manejan las Administradoras de Fondos para el Retiro (AFORE) 
(Gobierno de México, 2024). Sin embargo, en lo que tiene que ver con el Consejo 
de Administración de las AFORE, la regulación del esquema de gobierno corporativo 
se ha enfocado en la participación de consejeros independientes, los cuales deben 
representar cuando menos el 40% de estos órganos de decisión (Amafore, 2014). 
 
Este ha sido también el enfoque predominante en Chile, en el cual los trabajadores 
tienen asiento en la Comisión de Usuarios del Sistema de Pensiones, cuya principal 
función es informar a la Subsecretaría de Previsión Social y a otros organismos 
públicos del sector, sobre las evaluaciones que sus representados efectúen sobre el 
funcionamiento del sistema de pensiones y proponer estrategias de educación y 
difusión (Comisión de usuarios del sistema de pensiones, 2024). Ahora bien, la 
participación de afiliados en los Directorios de los Fondos Privados no es obligatoria, 
ya que la reglamentación se enfoca en la designación de directores independientes 
que se encuentran autorizados para este fin por la Superintendencia de Pensiones 
de Chile (Superintendencia de pensiones, 2024). 
 
Otros ejemplos de este enfoque se encuentran en El Salvador, en donde los 
trabajadores cuentan con representación en el Comité Actuarial del Sistema de 
Ahorro para Pensiones (Superintendencia del Sistema Financiero de El Salvador, 
2024); o en Bolivia, en donde también se define su participación en la dirección de 
la Gestora Pública de la Seguridad Social (Gestora Pública de Seguridad Social de 
Bolívia, 2024). En estos casos, se reconoce la importancia de garantizar que los 
trabajadores puedan expresar su opinión e incidir en la reglamentación de los 
sistemas pensionales, pero esta representatividad no se ha trasladado a los 
escenarios de toma de decisiones de entidades privadas que administran los 
recursos del ahorro de sus afiliados.  
 
La Ley 2381 de 2024 retomó los avances que ya había logrado Colombia con 
respecto a la participación de los afiliados en las Juntas Directivas de las AFP de la 
Ley 100 de 1993, incorporando recomendaciones de organismos internacionales, 
que sugieren que se debe establecer que los trabajadores tengan representación en 
el directorio de las administradoras de los países, creando un comité de afiliados en 
cada una de ellas, reconociendo que los trabajadores son los dueños de las cuentas 
individuales, pero que hasta el momento no tienen representación en la 
administración de estas en los sistemas/pilares de capitalización (Mesa-Lago, 2019). 
 
El Capítulo 1 del Título 2 del Proyecto de Decreto que acompaña este documento 
desarrolla esta participación de los afiliados en las Juntas directivas de las ACCAI, 
por lo que este capítulo se enfoca en reglamentar los mecanismos necesarios para 



 
alcanzar una mejor participación y representatividad, generando las mayores 
garantías para lograr este propósito.  
 
En este sentido, este capítulo de la propuesta normativa define normas básicas que 
permitan que, en el esquema de gobierno corporativo de las ACCAI, los intereses y 
expectativas de los afiliados sean tenidos en cuenta para la toma de decisiones 
sobre el manejo de los fondos administrados. El decreto señala condiciones mínimas 
a cumplir en el proceso para escoger los dos representantes de los afiliados en las 
Juntas Directivas de las ACCAI, de acuerdo con lo indicado en los artículos 60 y 62 
de la Ley 2381.  
 
Las disposiciones establecidas en este apartado retoman lecciones aprendidas de la 
aplicación del esquema de gobierno corporativo existente para los Fondos de 
Pensiones provenientes de la Ley 100 de 19934. Se encontró que en la estructura 
existente se presentan algunos aspectos que limitan la participación y 
representatividad de los afiliados en las Juntas Directivas de los Fondos de 
Pensiones: 

i. La reglamentación no brinda claridad sobre los requisitos mínimos y las 
condiciones que se deben cumplir para poder postularse como representante de 
los afiliados.  

ii. La inexistencia de criterios de independencia como requisito de los postulados 
para representar a los afiliados, hace posible que estos puedan llegar a ser 
personas que tienen evidentes situaciones que podrían derivar en potenciales 
conflictos de interés con relación a los otros miembros de las Juntas Directivas 
de las sociedades administradoras. 

iii. Las condiciones mínimas de publicidad de las convocatorias de postulaciones y 
asambleas se encuentran desactualizadas con respecto a las posibilidades de 
comunicación digital que existen actualmente.   

iv. Se requiere presencialidad en las Asambleas de afiliados para poder votar en la 
elección de representantes, lo cual restringe las posibilidades de participación de 
afiliados que residen en ciudades o municipios diferentes al lugar de desarrollo 
de estas reuniones.   

La presente reglamentación tiene como objetivo corregir estas problemáticas, 
planteando un nuevo proceso de elección de representantes de los trabajadores, en 
el cual se incluyen medidas para avanzar en la transparencia que requiere una 

 
4 Título 2, del Libro 6, de la Parte 2 del Decreto 2555 de 2010 



 
designación que implicará su participación en las Juntas Directivas, en la calidad de 
administradores de las ACCAI. 
 
Así mismo, para el logro de los fines de estas disposiciones reglamentarias, se 
consideraron buenas prácticas para elegir representantes de trabajadores, tratando 
de asegurar condiciones de transparencia y acceso a los mecanismos de votación. 
Para esto, es importante que la regulación se ocupe de definir de forma clara los 
requisitos y plazos para inscribirse como candidato, propiciando la divulgación clara 
y oportuna de los postulados, así como de los escenarios, mecanismos y fechas de 
votación, utilizando diversos canales de comunicación (CGT, 2018).   
 
En primer lugar, la propuesta normativa plantea un periodo inicial en el que se 
presentan postulaciones para ser representantes de los afiliados de cada ACCAI, 
brindando una mayor flexibilidad para que estas se puedan realizar a través de 
medios físicos o virtuales que proporciona cada Administradora. Se define un tiempo 
de dos meses previo a la realización de las votaciones para elegir los representantes 
y los documentos mínimos que se requieren para que la postulación sea válida.  
 
También se incluyen elementos que propician una mayor transparencia en el 
proceso de evaluación de criterios de idoneidad e independencia de las 
postulaciones, tales como que las ACCAI deben informar de forma amplia y 
suficiente a los postulantes las razones de un eventual rechazo, dando un periodo 
de subsanación para los postulantes. Adicionalmente, que las ACCAI deben 
presentar informe a la SFC que detalle el análisis de las postulaciones, los rechazos 
y que deben documentar los procedimientos y manuales correspondientes a este 
proceso. 
 
De otra parte, se definen condiciones para la realización de las asambleas ordinarias 
de afiliados, tales como los temas que se deben incluir en el orden del día, el quórum 
deliberatorio, las condiciones de representación, el manejo de las actas y las 
características de la convocatoria. Al respecto, es importante mencionar que se 
incluyen algunos requerimientos de publicación de las convocatorias por parte de 
las ACCAI, que propenden por el logro de la mayor divulgación y participación 
posible.  
 
Teniendo en cuenta las limitaciones a la participación, que se ocasionan por la 
necesidad de presencialidad en la realización de las asambleas anuales de afiliados, 
este capítulo define un mecanismo innovador de votación que mezcla la posibilidad 
de realización de voto virtual y presencial. Las hojas de vida de los postulados deben 
publicarse en la página web de la ACCAI por lo menos 20 días antes de la votación 
y posteriormente se abre un periodo de 8 días de votación a través de mecanismos 



 
verificables (físicos y virtuales) que se dispondrán por parte de la administradora. 
Este proceso debe ser previo a la convocatoria de la Asamblea, ya que en desarrollo 
de este espacio también se podrá ejercer el derecho a voto de forma presencial para 
quienes no lo hayan realizado. En desarrollo de la Asamblea, se debe realizar la 
consolidación de los resultados de la votación, publicándose de forma oficial durante 
este espacio. 
 
Finalmente, este capítulo de la propuesta normativa incluye disposiciones con 
respecto a la duración máxima del nombramiento de los miembros de la Junta 
Directiva (2 años), con la posibilidad de una única reelección. También en lo 
relacionado con las reuniones de la Junta Directiva, definiendo que por lo menos 
tres veces al año se deben incluir en el orden del día, temas asociados al manejo de 
los fondos generacionales administrados por la ACCAI. Igualmente, se definen las 
funciones de la Junta Directiva de las ACCAI, con respecto a la administración de 
recursos del pilar contributivo.  
 
2.3. Conflictos de interés, política y deberes 
 
La incorporación de altos estándares de gobierno corporativo buscan fortalecer las 
reglas de conducta de quienes administran los recursos del componente de ahorro 
individual del sistema de protección social integral para la vejez, de tal manera que 
se refuerce la manera en la que se revelan y gestionan los conflictos de interés, en 
entornos en los cuales el rol de los administradores independientes se vea 
reforzado.En este sentido, y en armonía con las disposiciones en materia de 
conflictos de interés, la propuesta incluye la definición de independencia para los 
miembros de junta directiva que brinde certidumbre en cuanto a la toma de 
decisiones por parte de este tipo de miembros. Igualmente, implementa las mejores 
prácticas y recomendaciones a nivel internacional en la materia.  
 
Por otra parte, es preciso señalar que la Ley 2381 de 2024 prevé la importancia de 
identificar, administrar y gestionar los potenciales conflictos de interés. En línea con 
lo anterior, el proyecto de decreto que acompaña este documento técnico propone 
definir una política de administración y revelación de conflictos de interés. 
 
Esta política deberá estar acorde con los estándares locales para una correcta 
identificación, administración y mitigación de conflictos de interés, consistente en 
asegurar los siguientes deberes:  
 



 
Deber de información. permite el desarrollo de dichas operaciones, siempre 
poniendo en conocimiento de la Junta Directiva (o el órgano que haga sus veces) la 
existencia de los conflictos de interés. 
 
Deber de obtener decisión. En los eventos que se presente conflicto de interés 
deberá mediar decisión motivada de la Junta(s) Directiva(s) u órgano(s) que 
haga(n) sus veces de la(s) entidad(es) incursa(s), o de la instancia competente que 
la entidad defina para tal fin.  
 
Deber de revelación. La obligación de informar por lo menos una vez año se 
presentar a la Junta directiva u órgano que haga sus veces, un informe que deberá 
contener el detalle, características e información relevante de dichas situaciones, 
junto con las decisiones y acciones tomadas al respecto. 
 
Deber de transparencia. En el desarrollo de las operaciones en que se observen 
conflictos de interés, las administradoras deben velar y propender por la 
transparencia y la celebración de estas en condiciones y precios de mercado. En el 
informe anual de gestión o informe de gobierno corporativo que se presente a las 
asambleas de accionistas, se deberá incorporar un capítulo donde se rinda cuentas 
de la gestión realizada por la entidad a lo largo del año respecto de la administración 
de los conflictos de intereses de la entidad. 
 
Adicionalmente, la administración de conflictos de interés de acuerdo con la 
Directiva de Solvencia II, relacionada con el sector asegurador y publicada por 
EIOPA, sumado al diseño de políticas y procedimientos para la revelación de 
conflictos de interés, contempla la obligación de las aseguradoras de integrar en su 
administración y en sus sistemas de gobernanza lo relacionado con la gestión de las 
estas situaciones de conflictos de interés, asegurando que la empresa actúe de 
manera ética y transparente, protegiendo tanto los intereses de la aseguradora 
como los de los asegurados y afiliados. 
 
Finalmente, las ACCAI deberán emitir un informe anual de gestión de gobierno 
corporativo que se presente a las asambleas de accionistas, incorporando un 
capítulo donde se rinda cuentas de la gestión realizada por la entidad a lo largo del 
año respecto de la administración de los conflictos de intereses. 
 
2.4. Revisor fiscal 
 
Las ACCAI tendrán a su cargo la administración de los recursos que componen los 
fondos generacionales, de los cuales son propietarios una gran cantidad de 



 
particulares, por lo que se convierten de esta manera de interés público y se genera 
la obligatoriedad para estas entidades de contar con un Revisor Fiscal, que vela por 
la defensa de dicho interés y su prevalencia sobre otros.  
Teniendo en cuenta la importancia de rol del revisor fiscal dentro del esquema de 
gobierno corporativo de las ACCAI, la Ley 2381 en su artículo 62, dispuso que los 
afiliados y accionistas de las administradoras elegirán el Revisor Fiscal para el 
control de la administración del respectivo fondo. El proyecto de decreto que 
acompaña este documento técnico reafirma dicha disposición estableciendo que el 
revisor fiscal de la ACCAI debe ser propuesto por la respectiva Junta Directiva, 
siendo escogido a través del voto favorable de la asamblea de accionistas y de los 
representantes de los afiliados. 
 
De otra parte, se aclara que el revisor fiscal puede ser el mismo que el que venía 
realizando esta labor en las AFP de la Ley 100 de 1993. Así mismo, para el resto de 
tipo de sociedades autorizadas para ser ACCAI, el revisor fiscal podrá ser el mismo 
que desempeñe este rol para el resto de las actividades que desarrolla la entidad 
dentro de su objeto social. En todo caso, para que esto se presente, la ACCAI podrá 
tomar esta decisión con respecto al revisor fiscal que ha sido elegido con el voto 
favorable de los representantes de los afiliados para la administración del CCAI. 
 
Estas disposiciones se incluyen considerando los costos que implica para una 
organización la designación del revisor fiscal. 
 
 

Disposiciones transitorias 
 
El proyecto de decreto que acompaña este documento señala disposiciones 
transitorias relacionadas con tres aspectos: cálculo del margen de solvencia, 
gobierno corporativo y elección del revisor fiscal. 

 
En cuanto al cálculo del margen de solvencia se señala que la primera revisión del 
margen de solvencia o patrimonio adecuado, según corresponda, en lo relacionado 
con la actividad de ACCAI se realizará el 31 de julio de 2026. Para esta fecha se 
deberá tomar como información de los ingresos y gastos por comisiones 
provenientes de la administración del CCAI de los meses en que se haya participado 
en dicha actividad hasta completar los treinta y seis meses a los que hacen 
referencia los parágrafos adicionados a los artículos 2.5.3.1.13 (fiduciarias) 
2.6.1.1.7 (AFP) 2.9.1.1.13 (comisionistas de bolsa), 2.31.1.2.5 (compañías 
aseguradoras). 
 



 
Frente al gobierno corporativo, en lo relacionado con la junta directiva, incluida la 
elección de los representantes de los afiliados, deberá implementarse a más tardar 
el 30 de abril del 2026.  
 
Finalmente, en cuanto a la elección del revisor fiscal, el proyecto de decreto señala 
que entre tanto sea elegido por parte de los accionistas y representantes de los 
afiliados en virtud del artículo 62 de la Ley 2381 de 2024 este podrá ser quien 
ostente la calidad en la respectiva entidad administradora. No obstante, esta 
elección deberá realizarse antes del 30 de abril de 2026 en línea con lo dispuesto 
en las disposiciones transitorias relacionadas con la junta directiva y la elección de 
representantes. 
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Entidad originadora: Unidad de Regulación Financiera URF 
Fecha (dd/mm/aa): 18-09-2024 
Proyecto de Decreto/Resolución: Por el cual se modifica y adiciona el Libro 43 a la Parte 2 del 

Decreto 2555 de 2010 en lo relacionado con las normas 
aplicables a las Administradoras del Componente 
Complementario de Ahorro Individual del Pilar Contributivo 
relativas a la autorización, administración y reglas de gobierno 
corporativo. 

1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE 
JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN. 
 

La Ley 2381 de 2024 Reforma Pensional, señala que el  Componente Complementario de Ahorro Individual 
del Pilar Contributivo podrá ser administrado por las administradoras de fondos de pensiones del Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad previsto en la Ley 100 de 1993, las sociedades fiduciarias, las compañías 
de seguros de vida, las sociedades comisionistas de bolsa, por Colpensiones o la entidad que haga sus veces, 
así como por entidades sin ánimo de lucro autorizadas para ello y vigiladas por la Superintendencia Financiera 
de Colombia.  

Para tal efecto el Gobierno nacional debe señalar: i) Niveles de patrimonio adecuado para las 
administradoras que administren los fondos de pensiones del Componente Complementario de Ahorro 
Individual, de acuerdo con los distintos riesgos asociados a esta actividad, con el fin de garantizar una libre y 
leal competencia ii) Capital mínimo para respaldar el desarrollo de la operación de administración de 
pensiones acorde con sus funciones y la exposición al riesgo operacional, según determine el Gobierno 
nacional; iii) Disponer de capacidad humana y técnica especializada, iv) Estándares mínimos de gobierno 
corporativo, v) número de miembros independientes de la Junta Directiva que deberán acreditar las 
entidades que administren los fondos de pensiones del Componente Complementario de Ahorro Individual del 
Pilar Contributivo y la participación de afiliados y pensionados. 

 

1. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO, La presente regulación 
aplica a aquellas entidades que decidan el componente complementario de ahorro individual la Ley 
habilita a: 1. Las sociedades administradoras de fondos de pensiones del Régimen de Ahorro Individual 
con Solidaridad del Sistema General de Pensiones previsto en la Ley 100 de 1993. 2. Las sociedades 
fiduciarias. 3.Las compañías de seguros de vida. 4.Las sociedades comisionistas de bolsa.5. La 
Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones o la entidad que haga sus veces que opten 
por administrar recursos del componente complementario de ahorro individual 6.Las entidades sin 
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ánimo de lucro autorizadas para ello y vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia al 
público en general. 
 
 

 

3. VIABILIDAD JURÍDICA 

(Por favor desarrolle cada uno de los siguientes puntos) 

3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto 
normativo 

     Facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 11 y 25 del artículo 
189 de la Constitución Política, los literales f), g) y h) del numeral 1 del artículo 48 del Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero y los artículos 57, 58, 59, 60 y 62 de la Ley 2381 de 2024 

3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada 

Adiciónese el Libro 43 a la Parte 2 del Decreto 2555 de 2010 

3.3. Disposiciones derogas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas  

Se adiciona el Libro 43 a la parte 2 

3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la 
expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción) 

3.5 Circunstancias jurídicas adicionales  

 

 

 

 

 

4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere) 
No aplica 
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5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere) 
Esta propuesta no genera un impacto presupuestal  

 

6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA 
NACIÓN (Si se requiere) 
Esta propuesta no genera impacto medio ambiental o sobre el patrimonio cultural de la 
nación. 

 

7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con 
ellos) Si cuenta con el documento técnico que acompaña el proyecto de decreto  

 

 

ANEXOS:  

Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y 
de incorporación en la agenda regulatoria  

(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora) 

(Marque con una x) 

Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 

(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de 
procedimientos de evaluación de conformidad) 

(Marque con una x) 

Informe de observaciones y respuestas  

(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los 
ciudadanos y grupos de interés sobre el proyecto normativo) 

(Marque con una x) 
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Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de 
Industria y Comercio 

(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre 
competencia de los mercados) 

(Marque con una x) 

Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento 
Administrativo de la Función Pública 

(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite) 

(Marque con una x) 

Otro  

(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma 
considere relevante o de importancia) 

(Marque con una x) 

 

Aprobó  

Elaborado por: Daniel Tocaria - 
Daniel Quintero - Liliana Walteros  

Revisado y aprobado  
Mauricio Salazar Nieto 

Asesores Cargo Subdirector de Regulación 
Prudencial  

 
Firmas:   

 


